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Acta N° 614 de noviembre 23 de 2009
  



En la fecha, siendo las cuatro y treinta de la tarde (4:30 p.m.) día y hora señalados con anterioridad para realizar la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil en este proceso verbal de divorcio promovido mediante apoderado judicial por Omar Martínez Salazar contra Graciela Vargas Londoño, se reunieron los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos, integrantes de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, en asocio de la secretaria, con el fin indicado, para lo cual el Magistrado Ponente declara abierto el acto, al que no han comparecido ni las partes ni sus apoderados; superada la etapa de alegaciones, se procede a decidir la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado de Familia de Dosquebradas el pasado 30 de septiembre, de acuerdo con el proyecto presentado y aprobado, según la citada acta.

  



ANTECEDENTES




Valido de apoderada judicial, Omar Martínez Salazar solicitó que se decretara la cesación de los efectos civiles del matrimonio que celebró con Graciela Vargas Londoño; se declarara terminada la vida en común de la pareja y se autorizara su residencia separada; se ordenara el registro de la sentencia en los folios respectivos y se condenara en costas a la demandada.
 



Con ese fin relató que contrajeron matrimonio católico el 30 de julio de 1973, procrearon tres hijos hoy mayores de edad, no acordaron capitulaciones matrimoniales ni adquirieron bienes, no han liquidado su sociedad conyugal y están separados desde el año 1997, porque la demandada abandonó el hogar; su último domicilio común fue Dosquebradas y la causal que se invoca es la separación de cuerpos de hecho que ha perdurado más de  dos años. 

   



Corregidas algunas falencias, se admitió la demanda con auto del 13 de abril de 2009, en el que se dispuso el traslado de rigor; la demandada fue emplazada y como no compareció se le designó curador ad-litem, siguiendo lo reglado por el artículo 318 del C. P. C., modificado por el 30 de la Ley 794 de 2004. Dicho auxiliar se pronunció sobre los hechos y los remitió a prueba, sin oponerse a las pretensiones.





Se señaló fecha para la diligencia de que trata el artículo 432 del C. de P. Civil, en la que no fue posible conciliar por encontrarse la demandada representada por curador; los hechos y pretensiones no sufrieron modificación, se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas, se permitió a las partes alegar de conclusión y con posterioridad se profirió el fallo en el que halló el juzgado estructurada la causal alegada, decisión que en vía de consulta se revisa al haber resultado adversa a la demandada.

En esta instancia no hubo intervención de las partes y se procede a decidir lo pertinente, previas las siguientes: 

CONSIDERACIONES




Concurren todos los presupuestos procesales en este asunto, y no se vislumbra causal alguna que pueda invalidar la actuación.

  



La legitimación de las partes, tanto por activa como por pasiva, se infiere de la copia del registro civil de matrimonio allegado con el escrito de demanda y que obra a folio 2 del cuaderno principal, en el que consta que la boda se realizó el 30 de junio de 1973.

 



Pretende el demandante mediante esta acción obtener que se decrete el divorcio del matrimonio civil de ese vínculo, porque está separado de hecho de su consorte desde hace más de diez años, es decir, con fundamento en la causal prevista en el numeral 8° del artículo 6° de la Ley 25 de 1992, que reformó el artículo 154 del C. Civil, esto es “... La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años.”





Para probar el supuesto de hecho, se recibieron las declaraciones de Gloria Patricia Vélez Jiménez y John Jefferson Alzate Rincón, en primera instancia; y de María Fanny Quintero Ruiz, en esta sede.

  



De los dos primeros poco se extrae con interés para el proceso.  Salvo porque dijeron que para la fecha de la separación de la pareja eran vecinos de los cónyuges y por eso percibieron el hecho, a partir de allí no brindan certeza sobre la causal aducida, esto es, la separación de cuerpos de hecho que haya perdurado más de dos años, si bien cada uno refirió que hace ya varios años se alejaron del demandante y la primera de ellas, aunque señaló que se visitan esporádicamente, nada se le preguntó sobre la periodicidad de esas visitas, si las de ella son en la casa de él, si en esas visitas percibió la presencia de la demandada o su comunicación con el demandante; en tanto que el segundo, no pasa de ser un testigo de oídas en lo que a la situación familiar del demandante en los últimos años se refiere, porque lo que sabe es porque simplemente ha conversado con él. 

   



En cambio la señora Quintero Ruiz, sí aporta la certeza que para estos casos se requiere sobre el rompimiento de la relación entre los consortes por el tiempo que la ley prevé. Dijo ella que es la compañera actual del demandante desde hace seis años, tiempo durante el cual ni la demandada ni sus hijos han sostenido comunicación alguna con Omar; no conoce siquiera a Graciela Vargas, ha vivido permanentemente con el actor en el municipio de Dosquebradas, no se han separado y no ha recibido nunca llamadas de la cónyuge; agregó que hace unos cinco años Omar sufrió un infarto y ninguno de ellos lo llamó o lo buscó.

   



Diciente esta versión, porque proviene de quien está al lado del actor desde hace seis años, conocedora de primera mano del estado de separación de los cónyuges y de que no ha habido reconciliación entre ellos desde un tiempo más que considerable para estructurar, con ella sola, la causal que sirve de fundamento a las pretensiones de la demanda.

  



En lo relacionado con el interrogatorio, sea bueno precisar, a propósito del valor que el juzgado le dio, que para que la declaración de parte constituya confesión al tenor de lo prescrito en el numeral 2 del artículo 195 debe recaer "...sobre hechos que produzcan  consecuencias jurídicas adversas  al confesante o que favorezcan a la parte contraria", nada de lo cual surge de las respuestas obtenidas del demandante, así que resultaba anodino reforzar el haz probatorio con dicha exposición.
  



Valorados en conjunto aquellos testimonios, pero particularmente el último, con el que queda evidenciada la separación de hecho alegada en este asunto, pues proviene de quien es protagonista de la actual vida sentimental del demandante desde hace mucho más del término que contempla la norma en que se fundó la acción, y ya que no hay nada que haga dudar de la veracidad de sus dichos, queda estructurada la causal aducida, si bien ese estado de alejamiento supera con creces los dos años.

  



Es decir que había lugar a acceder a las pretensiones incoadas, como lo hizo el juez de primera instancia y por ello la sentencia será confirmada, incluso en lo atinente a la disolución de la sociedad conyugal y a la denegación de la pretensión segunda de la demanda.

  



No habrá condena en costas por el grado jurisdiccional que se resuelve. 

DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado de Familia de Dosquebradas el pasado 30 de septiembre en este proceso verbal de divorcio promovido por Omar Martínez Salazar contra Graciela Vargas Londoño. 
Sin costas.
Lo decidido se notifica a las partes en la forma dispuesta por el artículo 325 del C. de P. Civil. No siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma en constancia por quienes en ella  intervinieron, una vez  leída y aprobada.

  



Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                  
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





La Secretaria, 





MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ
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